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Resumen: el presente trabajo estudia el panorama evolutivo del 
proyecto de vida como un tipo de daño distinto a los daños mo-
ral, emergente y lucro cesante en la doctrina de reparaciones 
esgrimida por la Corte IDH. Se aborda esta temática desde el 
Caso Loayza Tamayo vs. Perú (1998) hasta el Caso Pérez Lucas 
vs. Guatemala (2024); resaltándose, además, la necesidad impe-
rante de alcanzar un desarrollo sólido y consistente a la luz de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la ardua 
labor del Tribunal interamericano para su construcción.

Abstract: this paper examines the evolutionary panorama of 
the life plan as a type of damage other than moral damages, 
pecuniary damages and loss of earnings in the doctrine of re-

*	 Investigador predoctoral en la Facultad de Derecho de la Universidad 
Complutense de Madrid (UCM), wpaz@ucm.es, https://orcid.org/0009-
0005-6539-5001

1	 El presente trabajo fue realizado durante la estancia de investigación en 
el Max Planck Institute for Comparative Public Law and International Law 
(MPIL) y expuesto en el XIX Seminario Internacional. “Impacto Transfor-
mador del Sistema Interamericano de Derechos Humanos: Compartiendo una 
historia”, celebrado los días 17 y 18 de diciembre de 2024 en el MPIL.

| 245 | 

Libro completo en https://tinyurl.com/497drr3m
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro, 
https://portal.queretaro.gob.mx/ieceq/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



parations used by the Inter-American Court of Human Rights. 
This subject is dealt with from the Loayza Tamayo v. Peru case 
(1998) to the Pérez Lucas v. Guatemala case (2024), highligh-
ting the imperative need to achieve a solid and consistent de-
velopment in the light of the American Convention on Human 
Rights and the hard labour of the Inter-American Court in its 
construction.

Palabras clave: proyecto de vida, daño moral, emergente, lu-
cro cesante.
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loss of earnings.
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I. Introducción

El desarrollo jurisprudencial de los Tribunales internacionales 
responde a las distintas realidades de cada región.2 Dentro del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), el con-
texto social, económico y jurídico de los Estados exige observar 
y responder efectivamente ante actos de violación, abandono o 
abusos gubernamentales en una época donde los derechos debe-
rían investir mayor fortaleza.

2	 Compartimos los presupuestos epistémicos entre las sociedades “bien or-
denadas” y “no bien ordenadas” explicados por Arango Rodolfo. Respecto 
al primer tipo de sociedad, caracterizado por el minimalismo en el reco-
nocimiento constitucional de derechos sociales y cómo la función jurisdic-
cional se ve restringida al cumplimiento de las prestaciones sociales esta-
blecidas en la ley. En cuanto al segundo tipo de sociedad, la “hipertrofia”de 
los derechos fundamentales y del control constitucional en respuesta a las 
omisiones de las autoridades públicas para la materialización de los dere-
chos sociales (Arango, Rodolfo, “Constitucionalismo social latinoamerica-
no”, en Bogdandy, Armin von et al. (coords.), La justicia constitucional y 
su internacionalización. ¿Hacia un ius constitutionale commune en América 
Latina?, México, IIJ-UNAM-MPIL-IIDC, 2010, pp. 3-7).
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Las medidas de reparación, el reconocimiento de derechos y 
el desarrollo de su contenido esbozadas por la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (Corte IDH), resultan destacables 
por el alto contenido de humanidad y el impacto transformador 
en los Estados de la región;3 los cuales procuran, además, cons-
truir y desplegar diversos mecanismos tendientes a concretizar 
los fines perseguidos por la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos (CADH) y bajo el horizonte del Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos.

En este trabajo –dada la complejidad del tema, amplitud 
del objeto y la brevedad requerida para la presentación del tex-
to– nos centraremos en estudiar la construcción doctrinal del 
proyecto de vida realizada por el Tribunal interamericano. Para 
alcanzar este objetivo, exploraremos su lineamiento jurispruden-
cial desde el Caso Loayza Tamayo vs. Perú (1998) hasta el Caso 
Pérez Lucas vs. Guatemala (2024)4 con la finalidad de identificar 
su definición, desarrollo, formas de reparación y sustento con-
vencional. Finalmente, plantearemos algunas reflexiones entor-
no a su evolución.

II. Proyecto de vida: un estudio  
desde su reconocimiento

El Caso Loayza Tamayo vs. Perú, constituyó un hito trascendental 
y emblemático en la doctrina jurisprudencial del Tribunal inte-
ramericano, al reconocer primigeniamente la existencia del “pro-
yecto de vida”, la posibilidad de ser frustrado y su diferenciación 
con daño moral, emergente y lucro cesante.5 Este pronuncia-

3	 Véase Bogdandy, Armin von, “Ius Constitutionale Commune en América 
Latina: una mirada a un constitucionalismo transformador”, Revista Dere-
cho del Estado, núm. 34, Universidad Externado de Colombia, enero-junio 
de 2015, pp. 3-50, DOI: 10.18601/01229893.n34.01

4	 Debe especificarse que los casos citados no abarcan en absoluto todos 
aquellos en los cuales la Corte IDH se ha pronunciado en materia de pro-
yecto de vida.

5	 Cfr. Corte IDH. Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sen-
tencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C, núm. 42, párr. 147.
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miento, evidentemente, exige plantearnos: ¿Qué es el proyecto de  
vida? ¿Cómo ha sido desarrollado? ¿Cuál ha sido el tratamiento re-
paratorio esgrimido? ¿Cuál es su sustento convencional? Esta última 
pregunta la desarrollaremos en el epígrafe III. 

En atención a la primera interrogante, el Tribunal interame-
ricano –en el citado caso– concibió al proyecto de vida como 
aquel dirigido a atender la realización integral de la víctima con 
relación a sus aptitudes, vocación, potencialidades, circunstan-
cias y aspiraciones. Su noción fue enmarcada en razón a la obs-
trucción sustancial del desarrollo del individuo por violaciones a 
las normas y a la confianza depositada en los órganos del poder 
público, quienes se encuentran obligados a desplegar mecanis-
mos de tutela y seguridad para el ejercicio de los derechos e inte-
reses legítimos de la víctima. Sin embargo, la Corte expresó sus 
limitaciones en la traducción reparatoria por la exigua evolución 
doctrinal y jurisprudencial.6 

El entendimiento del proyecto de vida en el Caso Loayza Ta-
mayo, asiduamente ha sido invocado por el Tribunal para deter-
minar su afección o no. Bajo esta concepción, en el caso “Niños 
de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala (2001), la 
Corte a la luz del artículo 19 de la CADH7 cotejando la gravedad 
de atribución a un Estado por la tolerancia o aplicación de prácti-
cas sistemáticas de violencia contra niños en situación de riesgo 
(como los “niños de la calle”)8 y constituyéndolos en víctimas de 
doble agresión; observó la afligida realidad social de los niños y 

6	 Ibidem, párr. 153.
7	 CADH, art. 19, “Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que 

su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y 
del Estado”.

8	 Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie 
C, núm. 77, párr. 87; En el presente caso, consideramos indefendible e in-
admisible lo señalado por el Estado al manifestar: “c) en cuanto al proyecto 
de vida, la precaria situación de las víctimas hace altamente previsible que no 
tuvieran un proyecto de vida por consumar (…)”. Esta afirmación refleja no 
solo las omisiones de las obligaciones de un Estado para con las personas 
humanas (especialmente de quienes se encuentran en situación de vulne-
rabilidad); sino, además, pareciera justificar los asesinatos cometidos por 
agentes policiales contra los “niños de la calle”.
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sostuvo la falta de acción del Estado para soslayar la exclusión de 
los niños hacia la miseria, restringiéndoles de condiciones míni-
mas de vida digna y el pleno y armonioso desarrollo de su perso-
nalidad. Así, expresamente reconoció el “derecho” de todo niño 
a crear un proyecto de vida tutelado y fomentado por los poderes 
públicos.9

Es de observarse cómo el desarrollo del contenido tutelar 
del proyecto de vida empezó a extenderse hacia niñas y niños. 
La Corte IDH, buscando establecer las obligaciones adicionales 
emergidas de los artículos 4, 5 y 19 de la Convención Americana 
a la luz del corpus juris internacional sobre la especial protección 
para los niños, en el caso Instituto de Reeducación del Menor vs. 
Paraguay analizó si el Estado en su estatus de garante, desplegó 
medidas para garantizar una vida digna a los internos del Institu-
to (adultos y niños) con la finalidad de fortificar su proyecto de 
vida,10 considerando el carácter fundamental de aquellas por la 
etapa crucial en el desarrollo de los niños y el impacto directo o 
indirecto sobre sus proyectos de vida.11

Bajo este lineamiento, el Tribunal interamericano reafirman-
do las obligaciones positivas de los Estados y rechazando situa-
ciones en las cuales el proyecto de vida es susceptible de ser frus-
trado por la omisión o acciones violatorias gubernamentales,12 
especialmente con afectación a menores de edad, en el caso Gon-
záles Lluy vs. Ecuador consideró cómo la discriminación de una 
niña, en su condición de niña, mujer, en situación de pobreza y 

9	 Ibidem, párr. 191.
10	 Cfr. Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Ex-

cepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2004. Serie C, núm. 112, párr. 164.

11	 Ibidem, párr. 172. 
12	 Véase Corte IDH. Caso Furlan y familiares vs. Argentina. Excepciones Preli-

minares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. 
Serie C, núm. 246. párr. 320, sobre la demora en el establecimiento de 
una indemnización de un menor del cual dependía su tratamiento médico 
como persona con discapacidad. En este caso, la Corte IDH consideró que 
el impacto producido por la demora en el proceso judicial y su ejecución, 
afectaron desde su niñez en su desarrollo personal, familiar, social y labo-
ral, privándolo de la posibilidad de construir un proyecto de vida propio, 
autónomo e independiente.
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con VIH, se le dificultó el acceso al sistema educativo y vivien-
da digna, impactando negativamente en su desarrollo integral y 
generando dilemas con sus relaciones interpersonales y mater-
nidad futura. Esta situación –para el Tribunal– exigía el mayor 
soporte estatal para impulsar el proyecto de vida de la víctima 
como niña con VIH.13

Es posible, además, advertir el perfilamiento del proyecto de 
vida hacia uno de tipo “familiar” entre lo que podríamos consi-
derar un abanico de subtipos exigentes de consolidación. En el  
Caso Tibi vs. Ecuador, don Sergio García Ramírez en su voto con-
currente razonado estimó el quebrantamiento de un proyecto de 
vida familiar por hechos violatorios a la Convención.14 Este li-
neamiento puede encontrarse también en el Caso Radilla Pacheco 
vs. México, donde el Tribunal interamericano observó el impacto 
traumático y diferenciado en la familia como colectivo, la obliga-
da reestructuración de los roles de sus miembros y las diversas 
afectaciones en sus proyectos de vida.15 

La apertura hacia un proyecto de vida “colectivo” extiende 
los límites de la individualidad de la afectación. Esto puede evi-
denciarse también en el pronunciamiento del Caso Cuscul Pivaral 
y otros vs. Guatemala, donde el Tribunal estableció la afectación a 
los proyectos de vida de los familiares ante la alteración de la di-
námica familiar (trabajo, estudios, migración) y la falta de acción 
del Estado para prevenir la transmisión del VIH a L.A.L.16

Sin embargo, la Corte IDH en algunas sentencias se mostró 
circunspecta en avanzar y construir una categoría tan innovado-

13	 Cfr. Corte IDH. Caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador. Excepciones Preli-
minares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 
2015. Serie C, núm. 298, párr. 290.

14	 Corte IDH. Caso Tibi vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Repa-
raciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C, núm. 114, 
voto concurrente razonado del Juez Sergio García Ramírez, apartado XVII.

15	 Corte IDH. Caso Radilla Pacheco vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Se-
rie C, núm. 209, párr. 171.

16	 Cfr. Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros vs. Guatemala. Excepción Preli-
minar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. 
Serie C, núm. 359, párr. 193.
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ra y trascendente como el proyecto de vida. Por ejemplo, en el 
caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia, se limitó a expresar 
cuán compleja es la naturaleza del daño al “proyecto de vida” y 
las exigencias de medidas de satisfacción y garantías de no re-
petición, prescindiendo del mercantilismo indemnizatorio. No 
obstante, en otros pronunciamientos, respondiendo a las estruc-
turas sociales y culturales, el Tribunal interamericano proporcio-
nó mayores luces con el reconocimiento de alteraciones en las 
condiciones existenciales de los pueblos indígenas17 y la adop-
ción de medidas apropiadas por los Estados en consideración a 
la situaciónde vulnerabilidad de las comunidades indígenas y sus 
proyectos de vida en las dimensiones individuales y colectivas.18 

En atención a la tercera interrogante, es a inicios del siglo xxi 
donde la reparación del proyecto de vida fue encontrando mayo-
res luces con el otorgamiento –en el caso concreto– de una beca 
de estudios superiores por parte del Estado a la víctima (Canto-
ral Benavides vs. Perú, 2001). La Corte IDH determinó el impe-
dimento para la realización de la vocación y potencialidades de  
la víctima por constatarse una grave alteración al “proyecto  
de vida”. En aquel caso, el juez Cançado Trindade en su voto ra-
zonado consideró acertado lo resuelto por el Tribunal al reco-
nocer el daño al proyecto de vida y su necesidad de repararlo, 
resaltando que la reclamación del daño al proyecto de vida no 
obedece a una afectación patrimonial, sino más bien, a su orien-
tación en la realización integral de la persona afectada. Siguiendo 
este lineamiento, en los casos Escué Zapata vs. Colombia y Canto-
ral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú (2007), el Tribunal in-
teramericano resolvió el otorgamiento de becas de estudio para 

17	 Véanse por ejemplo, Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guate-
mala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C, núm. 
116, párrs. 80 y 83;  Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C, 
núm. 146, párrs. 219 y 220.

18	 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, Re-
paraciones y Costas, Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, 
párr. 163, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka 
Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina. Interpretación de la Sentencia de 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2020. Se-
rie C, núm. 420, párr. 275.
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la reparación del proyecto de vida en razón a lo solicitado por las 
víctimas (adviértase que no se refiere en estricto a una repara-
ción de tipo pecuniario).

Sin embargo, el desarrollo categórico y reparatorio del pro-
yecto de vida no ha sido claro y progresivo. En diversos pronun-
ciamientos la Corte IDH se limitó a “mencionarlo” o darle un 
tratamiento subsumido dentro del “daño moral” (o genérica-
mente dentro del “daño inmaterial”),19 reflejando cierta incer-
tidumbre sobre su autonomía. En el Caso Familia Julien Grisonas 
vs. Argentina (2022), por ejemplo, el Tribunal Interamericano 
distinguiendo el daño al proyecto de vida de los demás daños y 
considerando una evidente “afectación al proyecto de vida de las 
víctimas”, terminó por insertarla como elemento para la estima-
ción del “daño moral”.20

El potencial desarrollo de esta categoría de daño por parte 
del Tribunal interamericano, parecía haber mantenido en algu-
nos casos un lineamiento anclado a sus primeros pronunciamien-
tos; y, en otros, un tratamiento indistinto con el “daño moral”. 
Esta situación puso de relieve la necesidad de alcanzar una mayor 
construcción del contenido del “proyecto de vida” a la luz de la 
Convención y sobre la base de la realidad material de los hechos 
que proporcione a los Tribunales internacionales,21 Cortes cons-

19	 Entre muchos otros: Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio 
de 2003. Serie C, núm. 99; Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C, núm. 
101; Caso Maritza Urrutia vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C, núm. 103; Caso Juan Humberto 
Sánchez vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C, núm. 99; Caso “Instituto de Reedu-
cación del Menor” vs. Paraguay…, cit.; Caso Albán Cornejo y otros vs. Ecuador. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. Serie 
C, núm. 171; Caso Bayarri vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Repa-
raciones y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C, núm. 187.

20	 Corte IDH. Caso Familia Julien Grisonas vs. Argentina. Excepciones Preli-
minares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 
2021. Serie C, núm. 437, párr. 310.

21	 Debe recordarse que la Corte Penal Internacional ha acudido a diversas 
sentencias del Tribunal interamericano en materia de reparaciones (Vid. 
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titucionales y Cortes supremas, un soporte jurídico para la reso
lución de asuntos donde se configure una afectación al proyecto de  
vida y el establecimiento de obligaciones a los Estados en aras 
de promover, facilitar, implementar y ejecutar, una serie de ins-
trumentos sociales, jurídicos y económicos que permitan crear y 
desarrollar un “proyecto de vida”.

III. ¿Hacia un derecho al proyecto de vida?

El desvanecimiento de un panorama de estancamiento o confu-
sión en la concepción, desarrollo, tratamiento y categorización 
del proyecto de vida se ha dado en gran medida con el recien-
te pronunciamiento Pérez Lucas vs. Guatemala (2024), donde la 
Corte IDH ha esbozado la mayor evolución constructiva del pro-
yecto de vida (a 25 años desde su reconocimiento), especialmen-
te con el voto concurrente de los jueces Rodrigo Mudrovitsch, 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Ricardo C. Pérez Manrique, quie-
nes laudablemente consideraron la existencia de un “derecho al 
proyecto de vida como derecho autónomo”.

En este pronunciamiento, el Tribunal, remitiéndose a los ca-
sos Baptiste y otros vs. Haití y Viteri Ungaretti y otros vs. Ecuador 
(2023), reiteró que la afectación del proyecto de vida implica afec-
tar los mandatos impuestos a los Estados por la CADH,22 en tanto 
los derechos reconocidos y garantizados por esta sustentan el pro-
yecto de vida en su connotación de derecho a una vida digna y en 
el derecho a la libertad (respecto del derecho a la autodetermina-
ción).23 En este sentido, recuerda que la jurisprudencia interame-
ricana ha desarrollado en un sentido extenso la libertad (art. 7.1 
CADH) como atributo proyectado en el cuerpo de la Convención. 

“The Prosecutor v. Thomas Lubanga Dyilo (“Lubanga case”), sobre la conde-
na a Thomas Lubanga, un líder guerrillero de la República Democrática del 
Congo, por la configuración del crimen de guerra ante el reclutamiento de 
niños soldado.

22	 Cfr. Corte IDH. Caso Pérez Lucas y otros vs. Guatemala. Fondo, Reparacio-
nes y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2024. Serie C, núm. 536, 
párr. 180.

23	 Ibidem, párr. 182.
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La libertad, es entendida por la Corte IDH como aquel de-
recho de toda persona a organizar su vida individual y social 
conforme a ley. Y es que, con el ejercicio de la autonomía y el 
libre desarrollo de la personalidad, los individuos pueden auto-
determinarse, estableciendo sus expectativas y opciones de vida, 
y ejerciendo en el marco de la ley, aquellos actos que permitan 
efectivizarlas.24 Estos fundamentos, conllevaron al Tribunal a de-
terminar la afectación del proyecto de vida por actos violatorios a 
derechos humanos, sin dejar de observar la dificultad de su repa-
ración y la intensidad del menoscabo en la autoestima, capacida-
des, oportunidades de desarrollo y, por tanto, el impacto abrupto 
en las condiciones y circunstancias existenciales de la víctima al 
restringírsele posibilidades para la realización personal o adicio-
nándole cargas no previstas causantes de la alteración nociva de 
su proyecto de vida en perspectiva a las condiciones susceptibles 
de ser calificadas con un estándar de normalidad.25

Como lo advertimos, el voto concurrente en este caso enarbola 
la mayor construcción doctrinal del “proyecto de vida” en la juris-
prudencia de la Corte IDH desde el caso Loayza Tamayo vs. Perú; y 
es que, quienes lo emitieron no se limitaron a diferenciar y esclare-
cer inequívocamente el daño al proyecto de vida del daño moral;26 
sino, además, el espíritu de su pronunciamiento materializa la ardua 
labor hacia la construcción de un “derecho al proyecto de vida” a la 
luz de la CADH, recogiendo la apertura de los ordenamientos jurí-
dicos de diversos Estados de la región hacia la tutela y efectivización 
del proyecto de vida en consonancia con la doctrina desarrollada 
por la Corte IDH27 (p.ej. acuerdos de reparación del proyecto de 
vida entre el Estado, las víctimas y sus familiares;28 jurisprudencias 
constitucionales, jurisdiccionales29 e internacionales30).

24	 Ibidem, párr. 183.
25	 Ibidem, párr. 184.
26	 Ibidem, párrs. 8, 52, 65 y 66.
27	 Ibidem, párr. párr. 53.
28	 Ibidem, voto concurrente de los jueces Rodrigo Mudrovitsch, Eduardo Fe-

rrer Mac-Gregor Poisot y Ricardo C. Pérez Manrique.
29	 Ibidem, voto concurrente párrs. 41-44.
30	 Ibidem, voto concurrente párr. 37.
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La cimentación de un “derecho al proyecto de vida” sigue 
la arquitectura jurisprudencial de los derechos a la verdad y de-
fensa de los derechos humanos.31  Los jueces consideraron bajo 
el ámbito protector de la CADH, su concreción como derecho 
autónomo desde el prisma tutelar de la dignidad humana, vida 
digna, integridad personal y libre desarrollo de la personalidad; 
buscando efectivizar lo expresado en el considerando 1 de la De-
claración y el cuarto párrafo de su Preámbulo.32

En este voto, podremos advertir también, una mayor de-
limitación de supuestos para la determinación de una lesión al 
“derecho a construir un proyecto de vida”: i) cuando el Estado 
o agentes no estatales interfieren significativamente, y, por tan-
to, efectúan intromisiones en la dignidad y libertad de la víctima 
con una intensidad condicionante en su proyecto de vida y, ii) se 
restringen las posibilidades de la libertad de autodeterminación 
y dignidad personal. En este sentido, los jueces sostuvieron que 
la tutela convencional del derecho al proyecto de vida proviene 
de la lectura armonizada de los derechos a la vida digna (art. 4), 
integridad personal (art. 5), honra y dignidad (art. 11), protec-
ción de la familia (art. 17.1) y, dependiendo de la casuística, en 
relación con otros derechos como los de la niñez (art. 19).33

IV. Reflexiones finales

El contexto de nuestra región permanece convulso y los retos 
que enfrenta exigen defender con ímpetu los derechos humanos. 
La hercúlea labor del Tribunal interamericano en la construcción 
del “proyecto de vida” y su interiorización en los ordenamientos 
de los Estados parte, manifiestan su impacto transformador y la 
concreción de los fines perseguidos por la CADH.

La vinculación entre el proyecto de vida y el atributo de la 
dignidad humana permitió a los jueces aseverar su consolidación 
hacia un “derecho autónomo” inherente a quienes nos hallamos 

31	 Ibidem, voto concurrente párr. 9.
32	 Ibidem, voto concurrente párr. 53.
33	 Ibidem, voto concurrente párr. 54.
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bajo el manto tutelar de la Corte IDH, haciendo énfasis en cuán 
fundamental resulta alcanzar su consecución, protección y pro-
moción en aras de resquebrajar el contexto estructural y siste-
mático de quienes han sido y son históricamente marginados, 
excluidos o vulnerados.34

El sendero hacia la construcción de derechos no ha sido ni 
será uno libre de obstáculos. La Corte IDH tiene un largo cami-
no en la edificación y determinación del derecho al proyecto de 
vida como derecho autónomo; y, conscientes de nuestra realidad, 
signamos las palabras del maestro Eduardo Ferrer Mac-Gregor 
ante el Consejo Permanente de la OEA: “No son tiempos fáciles 
para los derechos humanos […], a pesar de los desafíos, la Corte 
IDH ha forjado caso a caso una sólida jurisprudencia ante las gra-
ves violaciones a los derechos humanos, su jurisprudencia se ha 
convertido en un verdadero patrimonio jurídico de las Américas 
para la humanidad”.35
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